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REF.: Acción de tutela interpuesta por Oscar Carupia Domicó, Doralina Domicó y Rosa Domicó en representación del Resguardo de Chidima- Tolo-,municipio de Acandí, Chocó en contra de los Ministerios de Transporte; Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial; Ministerio del Interior y de Justicia, El Ministerio de Minas y Energía, El Ministerio de Agricultura, Ministerio de Defensa, El Consejo Asesor de Regalías (Depende del Departamento Nacional de Planeación, que a su vez depende del ejecutivo), las Alcaldías de Unguía y Acandí; la Corporación Autónoma Regional para el Desarrollo Sostenible del Chocó- CODECHOCO-; El Ejército Nacional- Brigada XVII- y la Agencia Logística de las Fuerzas Militares.
Oscar Carupia Domicó, Identificado con cédula de ciudadanía No. 6.705.816 de Mutatá, Antioquia, Doralina Domicó, Identificada con cédula de ciudadanía 30.079.961 de Carepa, Antioquia y Rosa Domicó, Identificada con la cédula de ciudadanía No. 34.994.578 de Monteria, actuando como miembros del Resguardo de Chidima- Tolo, la última como secretaria general general de la comunidad, ubicado en el municipio de Acandí, interpongo Acción de Tutela en contra de los Ministerios de Transporte; Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial; Ministerio del Interior y de Justicia, El Ministerio de Minas y Energía, El Ministerio de Agricultura, Ministerio de Defensa, El Consejo Asesor de Regalías (Depende del Departamento Nacional de Planeación, que a su vez depende del ejecutivo) las Alcaldías de Unguía y Acandí; y la Corporación Autónoma Regional para el Desarrollo Sostenible del Chocó- CODECHOCO-, el Ejército Nacional, la Brigada XVII y la Agencia Logística de las Fuerzas Militares, para que se interrumpan los trabajos correspondientes a la obra de la carretera denominada Ungía – Acandí ó vía Titumate- Balboa- San Miguel Acandí para que interrumpan las obras de infraestructura, hidroeléctricas, de explotación minera y especialmente la carretera, debido a que para la planeación, el licenciamiento, asignación de recursos y ejecución de esta obra no se han respetado y por tanto se han vulnerado los derechos a la Consulta Previa, a la participación, a la propiedad colectiva y al debido proceso, a no ser desplazados y al reconocimiento de la diversidad étnica y cultural de la Nación y con esta actuación se afecta también el derecho a la vida y subsistencia como pueblo de los emberas que habitan el reguardo de Chidima por parte de las entidades accionadas. 
Las circunstancias de vulneración de los derechos de esta comunidad indígena perteneciente a la étnia embera, las narrare a continuación:

2. Hechos

1. En el año 2001 mediante las resoluciones número 005 y 007 del Instituto Colombiano de la Reforma Agraria – INCORA se constituyen los resguardos indígenas CHIDIMA – TOLO y PESCADITO, de la comunidad Embera – Katio, integrado el primero por tres lotes y el segundo por un solo lote. Se encuentran localizados en jurisdicción del corregimiento de Peñaloza, municipio de Acandí, departamento del Chocó, además, dentro del área de Reserva Forestal del Pacífico creada por la ley 2 de 1959, lo que implica más restricciones en el uso de estos territorios.

2. Desde la constitución de los resguardos indígenas los miembros de la comunidad Embera han sufrido por las constantes invasiones a su territorio, las cuales generalmente has ido en detrimento de los recursos naturales presentes en estos, que son de gran importancia para la región y principalmente para su comunidad que se provee directamente de ellos para suplir sus necesidades básicas como: la alimentación, la vivienda y el desarrollo de las actividades propias de su cultura y tradición indígena.

3. La comunidad Chidima Tolo estaba conformada por aproximadamente 66 personas agrupadas en 13 familias donde aproximadamente el 50% de ellos son de sexo femenino y el otro 50% de sexo masculino (según estudio realizado para la constitución del resguardo), según el Gobernador del resguardo se estima que la población ha aumentado en un 35% aproximadamente.

4. La comunidad de pescadito está conformada por aproximadamente 8 familias integradas por 49 personas y en la actualidad se estima un crecimiento del 20% según estimación de su gobernador.
Antecedentes de la voluntad por construir una carretera que atraviesa los dos resguardos, sin respetar el derecho a la consulta previa

5. En varias oportunidades y con diferentes nombres se ha iniciado la construcción de la vía Acandí-Unguía que tiene como objetivo unir por vía terrestre a estos dos municipios. Según información de la Defensoría del Pueblo en la Resolución Defensorial 051 de 2007, el Ministerio de Transporte
, mediante el proceso de audiencias públicas coordinado por Planeación Nacional, realizó la adjudicación de mil cuatrocientos veinte ($1.420) millones de pesos para el mantenimiento y mejoramiento de esta vía. Este recurso, también según el Ministerio, se ha venido ejecutando a través de dos convenios independientes: uno, en su fase de iniciación, con el municipio de Acandí; y otro, en su fase final, con el municipio de Unguía.
6. Según cita la Defensoría, el Ministerio de Transporte ha señalado: “los dos extremos de la vía, en Unguía y en Acandí, están separados aproximadamente por cuatro kilómetros”. Tramo que atraviesa los resguardos indígenas de Chidima y de Pescadito, del pueblo embera-katío.
7. Hasta ahora los cuatro (4) kilómetros de la vía no se han terminado por oposición de la comunidad indígena, debido a que no se ha agotado el proceso de consulta previa, a pesar que las obras iniciaron en enero.
8. El Ministerio ha respondido a la Defensoría, que este el eje vial es de carácter terciario y que se inició a través de caminos vecinales hace 24 años, cuando no existían las normas ambientales de hoy. Por este motivo no se ha solicitado licencia ambiental y no se ha realizado la consulta previa.
9. Contrario a los que dice el Ministerio, con respecto al mantenimiento de una vía ya existente en visita de campo de la Defensoría del Pueblo pudo corroborar
, que en: “los resguardos de las comunidades indígenas de Pescadito y Chidima no existe una vía transitable por vehículos, lo que requerirá la apertura de la misma y no un simple mantenimiento como el que se estableció en los contratos interadministrativos suscritos entre las alcaldías municipales y el Invías”. 

10. En virtud de lo anterior, Codechocó
 comunicó a la Defensoría del Pueblo que: “todos los proyectos obras o actividades relacionadas con la apertura de vías necesitan licencia ambiental, pues estas obras hacen parte del concepto de construcción de carreteras contemplado en el numeral 6 del artículo 9 del decreto 1220 de 2005, y que por afectar comunidades étnicas requieren que se realice la respectiva consulta previa”.
11. Sin embargo, sin respetar el derecho a la consulta previa, y para la ejecución de estas obras se firmaron contratos interadministrativos entre el Invías y los respectivos municipios. Cuyo objeto de estos consistió en el “mejoramiento de la vía Acandí-Unguía” en la jurisdicción de cada municipio. Según afirma la Defensoría en el documento citado, en el texto de los contratos no se hizo ninguna aclaración de las obras específicas que se iban a ejecutar en cada uno de los contratos referidos. 
12. Esta construcción tan general de los contratos; sin la especificación de los tipos de obras, habría sido aparentemente el motivo para no aplicar la licencia ambiental, con una justificación que no se corresponde a la verdad, pues como lo he dicho antes según el objeto del contrato sería realizar un mantenimiento de la carretera y no la construcción de una vía como esta ocurriendo en realidad.
13. Como no existe la vía, en estos terrenos se tendrán que hacer excavaciones manuales y mecánicas, rellenos, obras geotécnicas, y construcción de obras de arte como filtros, cunetas y drenes, entre otras, que van a afectar no solo nuestro derecho a la consulta previa, sino también la estabilidad de nuestras viviendas, la caza y la pesca de hacemos dentro de nuestro territorio, además de afectar gravemente nuestra cultura. 
14. Cabe anotar que la carretera contratada por el Ministerio de Transporte con las Alcadías de Unguía y Acandí no está conectada, pues los cuatro kilómetros que atraviesan los resguardos indígenas de las comunidades Chidima y pescadito del pueblo embera-katío, están sin construir. Lo que evidencia la necesidad de agotar el proceso de consulta previa, debido a que afecta una comunidad étnica de especial protección constitucional.
15. Esta actitud del Ministerio, la autoridad ambiental local y las alcaldías de Unguía y Acandí ha llevado a que las comunidades indígenas tengan que enfrentarse de manera permanente con las autoridades locales, especialmente el Alcalde de Acandí, los colonos y los funcionarios de las empresas contratadas para la ejecución de la obra de la carretera, para impedirles el ingreso a los territorios de los resguardos. 
16. Estas situaciones, han sido conocidas y reconocidas por la Defensoría del Pueblo en la Resolución Defensorial No. 051 del Bajo Atrato y del Darién- Departamento del Chocó, el 14 diciembre de 2007.
17. Esta obra de la carretera entre Unguía y Acandí, que reitero no ha sido consultada representa para la comunidad del Resguardo de Chidima, perteneciente al Pueblo Embera un grave riesgo de desplazamiento de sus territorios, puesto que el resguardos de Chidima y Pescadito; además de la esperada colonización del territorio ancestral por parte de personas que no pertenecen a esta etnía y que no comparten la cultura.

18. Hasta ahora, no tenemos conocimiento acerca de que ha sucedido con esta iniciativa.
Nuevas iniciativas para construir la carretera

19. El 31 de diciembre de 2008, mediante el Acuerdo No. 076 el Consejo Asesor de Regalías, aprobó “proyectos a ser financiados con recursos del Fondo Nacional de Regalías y se designa su ejecutor”. En la aprobación de recursos se incluye nuevamente un mejoramiento y terminación de la vía que denominan Titumate- Balboa- San Miguel- Acandí, en el “sector K26-00 al K34-700” afectada según dice el Consejo “Por la ola invernal en el municipio de Acandí, Departamento del Chocó”. Esta obra tiene un valor aprobado de $3.248.256.520 millones de pesos.
20. El responsable de la ejecución de esta obra según el mismo Acuerdo No.076 ya citado, es la Agencia Logística de las Fuerzas Militares. Razón por la cual el 17 de febrero pasado un helicóptero militar sobrevoló el territorio del reguardo de Chidima, y causó pánico en los habitantes del resguardo puesto que pasó muy cerca de las casas
. 

21. Este procedimiento según el oficio No. 086 de la Alcaldía no fue notificado a los habitantes del resguardo por la premura del tiempo, además fue efectuado por el Ejercito Nacional, con el objeto según informan: “de verificar el trazo de la vía que comunica el municipio de Unguía con Acandí que actualmente es trocha”
.

22. Es una realidad que como quieran denominar la carretera, como vía Acandí Unguía como estaba determinada en los contratos interadministrativos o vía Titumate- Balboa- San Miguel – Acandí como la denominan en la asignación de recursos del Consejo Asesor de Regalías, en el Acuerdo No. 076 de 2008 del 31 de diciembre de 2008, se trata de una vía que no ha sido consultada y que afectará gravemente a las comunidades étnicas que se encuentran asentadas en a la zona, especialmente a las comunidades pertenecientes al pueblo Embera de los Resguardos de Chidima y Pescadito. 
23. El 14 de mayo, al acercase a la Alcaldía de Acandí para recoger unos documentos enviados por nuestra oficina, fueron abordados por el Alcalde, el Personero, el Secretario de Obras Públicas y el Presidente del Consejo para que hicieran una reunión esa misma tarde y firmaran un acta para permitir la entrada de los ingenieros militares al territorio de los resguardos a según ellos terminar los cuatro kilómetros que faltan de la carretera.
24. Por solicitud nuestra, la Defensoría Delegada para Asuntos Étnicos, oficio al Departamento Nacional de Planeación, entidad de la que depende el mencionado Consejo su respuesta se limita a hacer un recuento del derecho a la consulta previa y a traer un norma de que “determinar de manera expresa que son las entidades beneficiaria, quienes deben cumplir con los requisitos determinados en la ley para que un proyecto pueda ser presentado ante el Ministerio correspondiente y posteriormente sea objeto de estudio por parte del Fondo Nacional de Regalías”
, esto según el escrito en los términos del Decreto 416 de 2007. Es decir en este caso sería a las entidades territoriales que lo presentaron, quienes no se ocupan de respetar los derechos de las minorías étnicas en su territorio, por lo menos en este caso.

25. Pero no es posible que un derecho fundamental sea afectado porque la entidad encargada de realizar la asignación de recursos, en este caso el Departamento Nacional de Planeación limite su papel a la aprobación sin la comprobación real que con sus actuaciones no se están afectando derechos de poblaciones especialmente vulnerables, como en este caso al pueblo embera que habita los resguardos de Pescadito y Chidima.

26. En marzo de este año, desconociendo la observación individual de la Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendaciones –CEARC- de la OIT, que en marzo de este año se pronuncio expresamente sobre el caso de estos dos resguardos en cuando a la titulación e invasión de sus tierras y la garantía del derecho a la consulta previa, de este pronunciamiento destacamos: La Comisión solicita por lo tanto al Gobierno que garantice plenamente la protección efectiva de los derechos de propiedad y posesión de los pueblos referidos, tal como lo establece el artículo 14, 2), del Convenio, que proceda a proteger las demás tierras ocupadas tradicionalmente a los efectos del reconocimiento de la propiedad y posesión, y que suspenda las actividades derivadas de concesiones de exploración otorgadas y/o proyectos de infraestructura, en tanto no se proceda a la aplicación de los artículos 6, 7 y 15 del Convenio y que proporcione informaciones sobre las medidas adoptadas
.

27. El Coronel Alonso Díaz Gómez, quien se identifica como segundo comandante y JEM BR. 17, del 06 de mayo de 2009 se recibió una comunicación de este comandante, quien nos informa acerca de una autorización que les dio la comunidad Cuna de Arquía para la construcción de otra carretera y la aduce como una autorización general para actuar en el Darien, donde existen otras etnias que deben ser consultadas. En esta comunicación dice textualmente:“ Me permito informar que en ningún momento se ha vulnerado los derechos de las comunidades indígenas; que al contrario a solicitud de la misma comunidad indígena y de acuerdo al apoyo del gobierno; coordinó actividades el señor alcalde de apoyar la construcción y terminación de vías, para lo cual por medio de la Dirección Nacional de Regalías destino al a Agencia Logística de Urabá, el presupuesto para ejecutar la vía Acandí- San Miguel- Balboa- Titumate. Por lo cual se sobrevoló el día 17 de febrero de 2009 estos sectores con presencia del Jefe de Estado Mayor de la BR17, el Comandante del Batallón de Ingenieros NO. 17 “Bejarano Muñoz” y el Alcalde de Acandí con la finalidad de observar y analizar la viabilidad de la construcción de la vía para que favorezca la movilidad y transporte para los habitantes de los Municipios de Unguía y Acandí, con el fin de generar desarrollo y bienestar a estos habitantes, para potenciar la productividad y comercialización de sus productos. (…). Estos a su vez es ratificado, por los requerimientos emitidos por la misma Comunidad indígena CUNA DE ARQUIA, quien en oficio con fecha 8 de marzo, manifiestan que son nativos sobre la zona de la Sierra del Darién, y manifiestan que son una sola comunidad en la zona del chocó (sic)”.

28. Es necesario aclarar que lo dicho en el escrito reseñado antes se está confundiendo la vía de Unguía al resguardo de Arquía con la vía que atraviesa los resguardos de Pescadito y Chidima en Acandí, obra para la que insisto no se ha realizado la consulta previa. 
29. Es importante reiterar, que se trata de étnicas diferentes unas perteneciente al pueblo Cuna y otras al pueblo Embera, quienes habitan los resguardos de Pescadito y Chidima, que nunca han sido consultados sobre la construcción de la vía que se presento ante el Consejo Asesor de Regalías como el proyecto “Mejoramiento y terminación de la vía Titumate- Balboa- San Miguel- Acandí, sector K26-00 al K34-700, afectada por la ola invernal en el municipio de Acandí”. Que se está confundiendo con la vía del reguardo de Arquía que pertenece a la étnica Cuna, con la vía que dividiría los resguardos de Pescadito y Chidima.

30. Con fundamento en esta iniciativa la Alcaldía cito a una reunión para el 15 de mayo de este año, en la que nos informan que: “esta administración, tiene la voluntad de realizar una reunión informativa, de socialización y visita a la vía con las comunidades indígenas de Chidima y Pescadito. En dicha reunión contaremos con la presencia de representantes de la Agencia Logística de las Fuerzas, la Brigada XVII, ingenieros CONCOL-BDO, Dirección de Asuntos Indígenas del Ministerio del Interior y Justicia, personería Municipal y Alcaldía Municipal. Dicha reunión y visita se hará previo acuerdo con ustedes, entre el miércoles 20 y el jueves 21 de mayo de 2009, en el lugar que ustedes estimen pertinentes”.
31. A esta reunión por no tener información suficiente, decidimos no asistir puesto que debemos primero ir a nuestra comunidad para informar lo ocurrido y preguntar si estaban interesados en asistir, con una citación hecha del 14 de mayo esto no era posible.
32. En esa semana hicimos una verificación a nuestro territorio y encontramos evidencia de la presencia del ejército, que dejaron no solo el rastro de su estadía sino árboles marcados dentro de nuestro territorio que suponemos es por donde pasará la vía.
Interconexión eléctrica binacional (artículos 4, 6 y 7)
33. Existe un proyecto de Interconexión eléctrica binacional (entre Colombia y Panamá) que se encuentra en etapa de factibilidad. La fecha de iniciación de la etapa de construcción está condicionada al avance en la ejecución de los estudios técnicos y ambientales requeridos (actualmente en contratación y ejecución).

34. Sin embargo, nuestra comunidad del resguardo de Chidima hemos informado desde septiembre del 2007, que, sin tener en cuenta el procedimiento de consulta previa, ingenieros de la empresa Interconexión Eléctrica S.A (ESP-ISA)
 han estado dentro del territorio realizando mediciones y señalando los puntos geo-referenciados
 donde se colocarían las torres para la electrificación, apoyados en fotografías satelitales del territorio
. 

35. En la página web de ISA, se indica: “Desde 2001, ISA y la Empresa de Transmisión Eléctrica S.A. –ETESA– de Panamá, actuando como promotores del mercado de energía, han adelantado estudios de viabilidad técnica para el desarrollo del proyecto de interconexión eléctrica entre Colombia y Panamá, el cual constituye un paso fundamental en la consolidación de un mercado supraregional, que aproveche las ventajas y potencialidades de las dos regiones”. Estos estudios se han llevado a cabo sin realizar el proceso de consulta previa, y se desconoce el resultado de los anunciados estudios y su impacto sobre las comunidades étnicas de la zona. Como se puede observar, en este caso además de desconoce el artículo 7.4. del Convenio que establece que “[l]os gobiernos deberán tomar medidas, en cooperación con los pueblos interesados, para proteger y preservar el medio ambiente de los territorios que habitan”.
36. El Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial informó que la licencia ambiental para este proyecto se encuentra en trámite y por ahora se esta realizando el Diagnóstico Ambiental de Alternativas, en el cual, según el Ministerio, “no es exigible la consulta previa” 
.
37. Los ingenieros contratistas de la Empresa de Interconexión Eléctica –S.A. –ISA solicitaron a Oscar Carupia, el Cabildo Mayor de ACIKEK, su compañía durante la visita de localización de las coordenadas necesarias para la verificación del trazado de la línea y los lugares en donde quedarían las torres, atravesaría el lote No 3, ubicado en el costado sur-oriental, con una distancia de 1.062 metros; el lote No 2 al sur de la rivera del Río Tolo en una distancia de 549 metros; y el lote uno, continuando en la rivera sur del Río Tolo, atravesándolo hasta unirse con el trazado de la vía que conduce a la casco urbano de Acandí, en 520 metros. Finalmente, por la línea de interconexión eléctrica tendría un trazado en dirección al municipio de Acandí, a sobre el resguardo de Pescadito, en una distancia de 1.445 metros aproximadamente
.

38. Teniendo en cuenta que la servidumbre para dicha línea es de aproximadamente 30 metros a lado y lado de la línea de energía, se generará un corredor de 60 X 3.576 metros correspondiente a la longitud total que atraviesa la línea los territorios de los resguardos, creando así un área aproximada de afectación de 214.560 metros equivalente a 21,45 hectáreas
. 

39. Además de la ocupación del territorio, de la destrucción de la biodiversidad, existe un grave riesgo para los derechos de la comunidad indígena, ya que una línea de las características descritas, agravando los efectos de una nueva fragmentación del territorio de las dos comunidades indígenas, la construcción de la vía carreteable y la llegada de colonos y actores armados.

Concesión minera en el municipio de Acandí
40. El Ministerio de Minas y Energía ha otorgado una concesión minera en el municipio de Acandí, comprendida entre el río Muerto y el río Tolo, en un área de 40.000 hectáreas para actividades de prospección, exploración y explotación de minerales. La empresa que está realizando este trabajo es Gold Plata Corporation. 
41. Como en los casos anteriores, aún no se ha realizado consulta previa para este proyecto minero, a pesar que la legislación nacional establece, en el artículo 76 de la ley 99 de 1993
, que la explotación de recursos naturales deberá hacerse sin desmedro de la integridad cultural, social y económica de las comunidades indígenas y de las negras tradicionales, de acuerdo con la legislación especial, la ley 70 de 1993 y el artículo 330 de la Constitución Nacional, y las decisiones sobre esta materia se tomarán, previa consulta a los representantes de tales comunidades. 
42. Para estos efectos se está aplicando el decreto 1320 de 1998
, que solo prevé la consulta previa para obras de explotación y prospección, etapa en la que se encuentra Gold Plata. A partir de esta norma la interpretación que hace el Ministerio de Minas y Energía del derecho a la consulta previa es altamente restrictiva del derecho a la consulta previa, puesto que dicha consulta no es considerada para labores de exploración, a pesar que con estas se afecte a los pueblos indígenas y su territorio. 
43. Esta interpretación del Ministerio de Minas y Energía es contraria a la jurisprudencia de la Corte Constitucional según la cual la consulta previa es un derecho. En efecto, la Corte ha establecido que el derecho a la consulta que adquiere el carácter de fundamental en la medida en que constituye un importante medio para garantizar el ejercicio de otro derecho de la misma estirpe, como es la preservación de la integridad étnica a que se refiere el citado canon constitucional
.
44. Según el Ministerio, la actividad minera que se está efectuando hasta el momento en Acandí no es una actividad de prospección o explotación a pesar de la labor de la empresa Gold Plata. Por tanto esta y las empresas que han obtenido título minero registrado no estarían infringiendo la legislación con la ausencia de consulta previa a los pueblos indígenas y tribales en la zona.
45. Actualmente, además de esta exploración existen dos títulos mineros registrados en el municipio de Acandí, que comprenden el territorio de los resguardos de Pescadito y Chidima. Según el Ministerio de Minas y Energía, dichos títulos corresponden a
: 

· Título: DIA 113. Titular: Lindsey Reavis Hall y Ot. Contrato de concesión. Oro aluvial. Fecha de registro: 15 de febrero de 2005. Estado: inscrito.

· Título: FLD 135. Titular: Minerales del Darién. Contrato de concesión. Oro. Fecha de registro: 17 de julio de 2007. Estado: inscrito.

46. La vigilancia sobre la empresa Gold Plata, encargada de las actividades de prospección para la explotación minera, es mínimo, a tal punto que la Defensoría del Pueblo, en la mencionada Resolución 051, registra su comunicación con esta empresa como un “llamado a la buena voluntad de realizar la consulta previa” y no como un deber de realizarla. La Defensoría indica solamente “Hasta el momento, no se ha iniciado el proceso de consulta previa, pero según lo informó la empresa a la Defensoría del Pueblo, existe disposición y compromiso para llevarla a cabo una vez inicie la etapa exploratoria”.

Invasión y ocupación ilegal del territorio 
47. El territorio de los resguardos de Chidima y Pescadito, de manera particular el lote No 3 del primer resguardo, ha sido invadido por colonos. Esta invasión ha ocurrido, en parte, por la negligencia de las autoridades encargadas de la política agraria en el país, pues, como se ha informado anteriormente, en el momento de la titulación, esta se hizo de manera fragmentada en tres lotes de terreno, facilitando así la invasión. 

48. Además, las autoridades no han tomado acción frente a los reiterados llamados de los miembros de nuestras comunidades indígenas para evitar la invasión del resguardo, la explotación del mismo y los daños ambientales que provocan los colonos.

49. Hemos solicitado de manera reiterativa medidas de ampliación del resguardo para convertirlo en un sólo globo, de manera que se posibilite hacer control sobre el territorio en su conjunto y proteger los sitios sagrados de las comunidades. Sin embargo, como lo habíamos mencionado hasta ahora, la respuesta de las autoridades ha sido negativa y contradictoria. Negativa por parte de las autoridades con competencias para ordenar la ampliación, puesto que aducen temas presupuestales.
50. Estas titulaciones fragmentadas y la ausencia de saneamiento de los resguardos ha llevado a la invasión del territorio de los resguardos por parte de colonos, lo cual ha generado diferencias entre unos y otros. Por otra parte, la construcción de la carretera ha promovido la llegada de o nuevos repobladores en el lote No 3, que de acuerdo a sus creencias heredadas de sus antepasados, es territorio sagrado para las comunidades indígenas, donde habitan los espíritus sabios y donde las misma naturaleza les ayuda a tomar con sabiduría las decisiones que orientan el rumbo de sus comunidades, razón por la cual hacen lo posible para conservarlo en su estado natural y no ahuyentar de allí toda su naturaleza mística, de la cual aún depende el soporte espiritual de sus comunidades. Esta situación de aparente abandono es tomada como excusa por los colonos para entrar en este territorio y lo hace más susceptible a la ocupación. 

51. Estas situaciones fueron puestas en conocimiento de la Organización Internacional del Trabajo, en la Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendaciones que en marzo 6 de este año profirió la siguiente recomendación:
En consecuencia la Comisión insta al Gobierno a tomar medidas urgentes para poner fin a toda intrusión en las tierras de los pueblos Katío y Dobida y en particular en el lote 3 de Chidima, donde según la comunicación hay intrusión actual y, a proporcionar informaciones sobre las medidas adoptadas.
Solicita además al Gobierno que tome medidas para unir a estos tres lotes, en la medida en que hubiera habido ocupación tradicional, de modo que el resguardo sea viable y a proporcionar informaciones al respecto.
La Comisión solicita por lo tanto al Gobierno que garantice plenamente la protección efectiva de los derechos de propiedad y posesión de los pueblos referidos, tal como lo establece el artículo 14,2), del Convenio, que proceda a proteger las demás tierras ocupadas tradicionalmente a los efectos del reconocimiento de la propiedad y posesión, y que suspenda las actividades derivadas de concesiones de exploración otorgadas y/o proyectos de infraestructura, en tanto no se proceda a la aplicación de los artículos 6, 7 y 15 del Convenio y que proporcione informaciones sobre las medidas adoptadas. 
3. Fundamentos de Derecho
Procedencia de la acción de tutela
Competencia: El artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 reformado por el decreto 1382 de 2000, establece que el Tribunal Contencioso Administrativo de Cundinamarca es competente para conocer de las acciones que se dirijan contra cualquier autoridad pública del orden nacional como en este caso los Ministerios de Transporte; Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial y el del Interior y de Justicia.
El artículo 86 de la Constitución Política de Colombia, consagra el derecho de acudir a instancias jurisdiccionales para la protección de los derechos fundamentales, cuando éstos resultan vulnerados por la actividad u omisión del Estado, para evitar un perjuicio irremediable, en igual sentido, el Decreto 2591 de 1991 y el Decreto 306 de 1992.
Al ser la tutela un mecanismo residual y subsidiario, su procedencia está condicionada a que el afectado no disponga de otros mecanismos de defensa judicial, a no ser que se invoque el amparo como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual éste último supuesto debe estar cabalmente verificado en el expediente, pues no de otra manera el juez constitucional podrá adoptar las medidas provisionales a que haya lugar en orden a conjurar sus efectos. 

En este caso estamos utilizando el mecanismo de la tutela, como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, es decir solicitamos al despacho que los actos administrativos por medio de los cuáles se ha contratado y autorizado la obra de la carretera Acandí- Unguía ó la vía Titumate- Balboa- San Miguel- Acandí que atraviesa los resguardos de Pescadito y Chidima sea suspendida para evitar un perjuicio irremediable, de la misma forma informamos que estamos elaborando las acciones administrativas correspondientes de dichos actos administrativos, que procederemos a presentar entro de los cuatro meses a partir del fallo de tutela, de acuerdo al término establecido en el Decreto 2569 de 1991, en el artículo 8. Teniendo en cuenta las apremiantes circunstancias en las que se encuentra esta comunidad solicitamos el amparo a sus derechos, teniendo en cuenta que la tutela es una acción constitucional que tiene por objeto la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, ya sea porque ellos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública; pero siempre y cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

En la Sentencia T-1187/03, MP. Jaime Córdoba Triviño, establece los requisitos de procedibilidad para el perjuicio irremediable:

“Los elementos del perjuicio irremediable puestos de presente por esta Corporación son los siguientes: 1) que se producirá de manera cierta y evidente sobre un derecho Fundamental; 2) que de ocurrir no existiría forma de reparar el daño producido; 3) que su ocurrencia sea inminente; 4) que resulta urgente la medida de protección para que el sujeto supere la condición de amenaza en la que se encuentra; y, 5) que la gravedad de los hechos sea de tal magnitud que haga evidente la impostergabilidad de la tutela como mecanismo necesario para la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales.” 

Configuración de un perjuicio irremediable

Siguiendo con los presupuestos propuestos por la Honorable Corte Constitucional, haré una sustentación de cómo los requisitos de procedibilidad para probar que de no concederse la acción de tutela en este caso se estaría produciendo un perjuicio irremediable:

a. La producción de manera cierta y evidente de un perjuicio irremediable sobre un derecho fundamental

Efectivamente como lo he planteado antes, al continuarse con la ejecución de la obra de la carretera Unguía Acandí, vía que denominan Titumate- Balboa- San Miguel- Acandí, en el “sector K26-00 al K34-700” afectada según dice el Consejo “Por la ola invernal en el municipio de Acandí, Departamento del Chocó”, a través de la ejecución de los fondos aprobados por el Consejo Asesor de Regalías, entidad que depende del Departamento Nacional de Planeación, en el que además el ejecutor de la obra es la Agencia Logística de las Fuerzas Militares, se está afectando el derecho a la participación, el derecho a la consulta previa y se vulnera gravemente el reconocimiento y la protección a la diversidad étnica y cultura de la Nación.

Es por estos preceptos constitucionales que las comunidades indígenas y afrodescendientes dentro del ordenamiento jurídico colombiano contamos con el derecho constitucional a ser consultadas sobre las iniciativas legislativas y medidas administrativas susceptibles de afectarlos. El reconocimiento de este derecho se deriva de la Constitución de 1991, del Convenio 169 de la OIT, ratificado por Colombia y que hace parte del Bloque de Constitucionalidad, y de la evolución jurisprudencial del derecho a la consulta previa, mediante la cual se han definido los objetivos, características y alcances de este derecho. 

b. que de ocurrir no existiría forma de reparar el daño producido;
Si no se tutelan los derechos a la participación, el derecho a la consulta previa y el reconocimiento a la diversidad étnica y cultural de la Nación y las Alcaldías de Unguía y Acandí continúan con esta obra, a la que como lo dije antes en los hechos solo le faltan los cuatro (4) kilómetros que atravesarían los resguardos de Chidima y Pescadito.

Esta obra trae graves perjuicios el pueblo embera que habita los resguardos de Pescadito y Chidima, puesto que el trazado atraviesa por la mitad los mencionados resguardos, se afectaría de manera grave a estos pueblos como lo constato la Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendaciones- CEACR- de la OIT, que en su observación del 6 de marzo con respecto a este caso dijo lo siguiente:
La Comisión solicita por lo tanto al Gobierno que garantice plenamente la protección efectiva de los derechos de propiedad y posesión de los pueblos referidos, tal como lo establece el artículo 14,2), del Convenio, que proceda a proteger las demás tierras ocupadas tradicionalmente a los efectos del reconocimiento de la propiedad y posesión, y que suspenda las actividades derivadas de concesiones de exploración otorgadas y/o proyectos de infraestructura, en tanto no se proceda a la aplicación de los artículos 6, 7 y 15 del Convenio y que proporcione informaciones sobre las medidas adoptadas”
.

Si se insiste en la construcción de esta vía que atraviesa el territorio de estos dos resguardos, la afectación a la integralidad del territorio y a la cultura, el riesgo que se corre es que nuestro pueblo pueda desaparecer. Hasta ahora no se ha tenido en cuenta la afectación a nuestras comunidades pues desde diferentes escenarios de contratación para lo que las entidades interesadas denominan “terminación de la vía”, no se ha tenido en cuenta la afectación a las comunidades ni su derechos a ser consultados de una medida que afecta gravemente su territorio. 
Tampoco se ha tenido en cuenta nuestra opinión acerca de la obras de la interconexión eléctrica binacional, obras de hidroeléctrica, exploración y explotación minera.
c. que su ocurrencia sea inminente

La ocurrencia de la construcción de la carretera en los cuatro (4) kilómetros que faltan, es inminente porque desde enero de este año, varios ingenieros y obreros contratados por la alcaldía de Acandí han estado realizando trabajos en los límites de los resguardos y si no han concluido es porque la comunidad se ha resistido a permitir que entre la maquinaria a los territorios sin haberse realizado la consulta previa. Como lo decíamos en los hechos, el 14 de mayo fueron informados de manera verbal por parte de las autoridades locales acerca de la inminente entrada de los ingenieros militares a partir del 20 de mayo para “terminar el mantenimiento de la vía”.
La construcción de esta carretera, traerá la pérdida de la cultura, sus valores tradicionales. Además de ruido y el peligro para sus niños y niñas, pues con ella llegaran personas extrañas a su comunidad además de la inminente invasión de su territorio por parte de colonos para instalar negocios y explotaciones de recursos naturales, que no tienen en cuenta las zonas de reserva establecidas por las comunidades para la alimentación y para el encuentro con sus espíritus, esta obra además va a afectar sus lugares sagrados. 

d. que resulta urgente la medida de protección para que el sujeto supere la condición de amenaza en la que se encuentra

Por tanto, se requiere urgentemente que la obra sea suspendida esta y las demás obras hasta tanto no se efectúe la consulta previa acerca de la conveniencia o no de la misma, como lo establece nuestra constitución y el Convenio 169 de 1989 que hace parte del bloque de constitucionalidad, como lo argumentamos antes.

En los hechos, se ha enunciado que se trata de una comunidad pequeña del pueblo embera compuesta por trece (13) familias en Chidima y ocho (8) familias en Pescadito, que se verían al borde de la extinción y la desaparición con una obra como esta, en la sentencia T-380 de 1993:

"La cultura de las comunidades indígenas, en efecto, corresponde a una forma de vida que se condensa en un particular modo de ser y de actuar en el mundo, constituído a partir de valores, creencias, actitudes y conocimientos, que de ser cancelado o suprimido -y a ello puede llegarse si su medio ambiente sufre un deterioro severo-, induce a la desestabilización y a su eventual extinción. La prohibición de toda forma de desaparición forzada (CP art. 12) también se predica de las comunidades indígenas, quienes tienen un derecho fundamental a su integridad étnica, cultural y social”. (Resaltado fuera del texto).

 e. que la gravedad de los hechos sea de tal magnitud que haga evidente la impostergabilidad de la tutela como mecanismo necesario para la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales.

Si no son tutelados los derechos a la participación, a la consulta previa a la propiedad colectiva y al debido proceso, a no ser desplazados y al reconocimiento de la diversidad étnica y cultural de la Nación, y mediante este mecanismo se ordena a las alcaldías de Unguía y Acandí, así como a la Agencia Logística de las Fuerzas Militares que suspendan la obra de la carretera, que evidentemente afectaría el territorio de los resguardos existe el riesgo de desaparición de este pueblo en el Norte del Chocó, es inminente.

Estamos realizando las acciones administrativas correspondientes para atacar los contratos inter administrativos firmados por el Ministerio de Transporte, las alcaldías mencionadas y el Consejo Asesor de Regalías, que estaremos presentando en un término máximo de cuatro meses de acuerdo a lo establecido por el artículo 8 del Decreto 2569 de 2001. Pero para evitar que mientras se nos da la admisibilidad o no y se decreta la suspensión provisional el perjuicio contra esta comunidad sea consumado es necesario que se proteja de manera inmediata los derechos fundamentales de estas comunidades y se ordene suspender la obra mientras se realiza el proceso de consulta previa. 

Necesidad de Suspender la obra
Para la preservación de los derechos fundamentales de estas comunidades, para garantizar integridad étnica y cultural de la Nación, mientras se interponen las acciones administrativas correspondientes es necesario que se suspenda la obra de la construcción de la carretera de manera inmediata, esta medida debe ser acompañada por la suspensión transitoria de los actos y ordenes administrativas en las que se sustenta la obra.
Esto teniendo en cuenta lo dicho por la Corte Constitucional en la sentencia SU-039 de 1997
:
“(…) - Igualmente es viable la tutela como mecanismo transitorio, cuando el interesado dispone de la acción contenciosa administrativa y la suspensión provisional es procedente, por las siguientes razones:

1) Según la letra a) del art. 152 de la Constitución, la regulación de los "derechos y deberes fundamentales de las personas de los procedimientos y recursos para su protección" corresponde al Congreso a través de una ley estatutaria. El decreto 2591 de 1991 dictado en uso de las facultades extraordinarias conferidas al Presidente de la República por el art. 5 transitorio de la Constitución, es análoga a una ley estatutaria y, en todo caso ley especial, que deben aplicar los jueces de la jurisdicción constitucional de la tutela.

Con la finalidad de asegurar la efectiva protección de los derechos constitucionales fundamentales dicho decreto contempla en el art. 7 la adopción de medidas provisionales, cuando el juez expresamente lo considera necesario y urgente para proteger el derecho, en cuyo caso "suspenderá la aplicación del acto concreto que lo amenace o vulnere". También podrá el juez de oficio o a petición de parte "dictar cualquier medida de conservación o seguridad encaminada a proteger el derecho o a evitar a que se produzcan otros daños como consecuencia de los hechos realizados, todo de conformidad con las circunstancias del caso" (inciso final art. 7).

Así mismo el inciso final del art. 8, trascrito anteriormente, permite ejercer la tutela como mecanismo transitorio conjuntamente con las acciones contencioso administrativas (…)”.

La suspensión de los actos administrativos y con estos de obras de infraestructura mediante la acción de tutela como mecanismo transitorio de protección de derechos tiene antecedentes en nuestro sistema jurídico, en la Sentencia T-652 de 1998, en la que se pronunció la Corte Constitucional con respecto al pueblo embera del Alto Sinú y en el sistema interamericano de protección de derechos con el caso de la comunidad de Sarayaku en el Ecuador a quien la Corte Interamericana de Derechos Humanos concedió medidas provisionales de protección el 6 de julio de 2004, en las que determino la suspensión de un contrato de explotación petrolera por no haberse surtido la consulta.
Con respecto a la suspensión de obras como medida de protección provisional para la protección de un derecho, como lo decía antes la Corte Constitucional en la Sentencia T-652 de 1998, dijo:

“La Sala Cuarta de Revisión de Tutelas decidió, como medida de protección provisional de los derechos fundamentales del pueblo Embera-Katío del Alto Sinú, ordenar que se suspendiera el llenado y funcionamiento del embalse hasta decidir sobre la procedencia del amparo judicial”.

Reitero, que además existe un pronunciamiento de la Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendaciones – CEACR- de la OIT, para este caso en el que: “La Comisión solicita por lo tanto al Gobierno que garantice plenamente la protección efectiva de los derechos de propiedad y posesión de los pueblos referidos, tal como lo establece el artículo 14, 2), del Convenio, que proceda a proteger las demás tierras ocupadas tradicionalmente a los efectos del reconocimiento de la propiedad y posesión, y que suspenda las actividades derivadas de concesiones de exploración otorgadas y/o proyectos de infraestructura, en tanto no se proceda a la aplicación de los artículos 6, 7 y 15 del Convenio y que proporcione informaciones sobre las medidas adoptadas
.

Por tanto, solicitamos que este pronunciamiento de la Comisión de Expertos, sea tenido en cuenta para ordenar la suspensión de la obra.

4. Derechos vulnerados
En el presente caso se vulneran los derechos fundamentales a:
a. Derecho a la vida

b. Consulta previa y el derecho a la participación (Artículos 1 y 2)
c. Derecho fundamental a la propiedad colectiva (Artículos 63 y 329)
d. La diversidad étnica y cultural de la Nación (Artículo 7)
e. El derecho al debido proceso (Artículo 29)

f. El derecho a no ser desplazado/ Riesgo de desplazamiento

Las razones de las violaciones se exponen a continuación:

a. El derecho a la vida

El artículo 11 de la Constitución Política establece que “el derecho a la vida es inviolable”, el desarrollo de este proyecto de construcción de una vía, que como lo he dicho antes divide y atraviesa los resguardos de Pescadito y Chidima, atenta contra el derecho a la vida de la etnia embera en su territorio ancestral, no solo por el peligro de extinción sino por afectar gravemente los recursos naturales en la zona y sus lugares sagrados. 

Esta vía atravesaría del resguardo Pescadito hasta el lote uno de resguardo Chidima-Tolo recorriendo una distancia aproximadamente de 4 kilómetros, lo cual facilitaría el acceso al resguardo Chidima-Tolo que ya presenta problemas de ocupación y de esta manera genera una fragmentación de su derecho al territorio.

La relación entre el derecho a la vida y a la subsistencia, ha sido tratado por la Corte Constitucional en la sentencia T-380/93, en la cual dijo:
"Entre otros derechos fundamentales, las comunidades indígenas son titulares del derecho fundamental a la subsistencia, el que se deduce directamente del derecho a la vida consagrado en el artículo 11 de la Constitución". 

"La cultura de las comunidades indígenas, en efecto, corresponde a una forma de vida que se condensa en un particular modo de ser y de actuar en el mundo, constituido a partir de valores, creencias, actitudes y conocimientos, que de ser cancelado o suprimido - y a ello puede llegarse si su medio ambiente sufre un deterioro severo-, induce a la desestabilización y a su eventual extinción. La prohibición de toda forma de desaparición forzada (CP art. 12) también se predica de las comunidades indígenas, quienes tienen un derecho fundamental a su integridad étnica, cultural y social".

b. El derecho fundamental a la consulta dentro del ordenamiento jurídico colombiano

El derecho a la consulta previa de los pueblos indígenas y tribales tiene sustento constitucional en el artículo 1º de nuestra Carta Política, que señala que Colombia es un Estado social de derecho, democrático, participativo y pluralista; en el artículo 2º, que establece que uno de los fines del Estado es facilitar la participación de todos en las decisiones que los afectan y en la vida económica, política y administrativa de la Nación; en el artículo 7º, mediante el cual se reconoce y protege la diversidad étnica y cultural de la Nación; en el artículo 40, según el cual todo ciudadano tiene derecho a participar en la conformación y control del poder político; y en el parágrafo del artículo 330 de la Carta, que establece que en las decisiones que se adopten respecto de la explotación de los recursos naturales en los territorios indígenas se propiciará la participación de los representantes de dichas comunidades. 

Desde sus primeras sentencias sobre el tema, la Corte Constitucional de Colombia se refirió a la obligación estatal de impulsar la participación de las minorías étnicas en las decisiones que las afectan, en reconocimiento del derecho fundamental a la consulta previa. Así, este derecho ha sido reconocido por la Corte Constitucional como producto de la relación entre el principio democrático de participación y el reconocimiento de la diversidad étnica y cultural de las comunidades indígenas y afrocolombianas:

“el respeto por las minorías debe traducirse en formas reales de participación como minorías, en el respeto por la diferencia como garantía de libre expresión”
. Así entonces, por tratarse de sujetos de especial protección (C.P. Art. 13) al Estado le corresponde impulsar mecanismos que empoderen a las minorías en orden a lograr su participación real en los asuntos que las afectan”
. 

Por su parte, en el derecho internacional, el Convenio 169 de la OIT, reconocido por Colombia mediante la ley 21 de 1991, que originó su vigencia desde el 6 de agosto de 1992, consagra en su artículo 6º la obligación de los gobiernos de consultar a los pueblos indígenas y tribales las medidas administrativas o legislativas que puedan afectarlos: 

“Artículo 6.1. Al aplicar las disposiciones del presente Convenio, los gobiernos deberán:

a) consultar a los pueblos interesados, mediante procedimientos apropiados y en particular a través de sus instituciones representativas, cada vez que se prevean medidas legislativas o administrativas susceptibles de afectarles directamente;

b) establecer los medios a través de los cuales los pueblos interesados puedan participar libremente, por lo menos en la misma medida que otros sectores de la población, y a todos los niveles en la adopción de decisiones en instituciones electivas y organismos administrativos y de otra índole responsables de políticas y programas que les conciernan;

c) establecer los medios para el pleno desarrollo de las instituciones e iniciativas de esos pueblos, y en los casos apropiados proporcionar los recursos necesarios para este fin. 

2. Las consultas llevadas a cabo en aplicación de este Convenio deberán efectuarse de buena fe y de una manera apropiada a las circunstancias, con la finalidad de llegar a un acuerdo o lograr el consentimiento acerca de las medidas propuestas” (subrayado fuera de texto).

La obligatoriedad de este artículo y su integración al ordenamiento interno a través del bloque de constitucionalidad han sido reconocidas por la Corte Constitucional a través de diferentes sentencias, en las que también se ha señalado la importancia que tiene el derecho a la consulta para garantizar el pluralismo y el reconocimiento de los derechos de los pueblos indígenas:

“Resulta de especial importancia para el asunto en estudio, además, reiterar que el Convenio 169 de la OIT
, y concretamente el derecho de los pueblos indígenas y tribales a la consulta previa conforma con la Carta Política bloque de constitucionalidad, en virtud de lo dispuesto por los artículos 93 y 94 del ordenamiento constitucional, no sólo porque el instrumento que la contiene proviene de la Organización Internacional del Trabajo y estipula los derechos labores de dichos pueblos -artículo 53 C.P.- sino i) en virtud de que la participación de las comunidades indígenas en las decisiones que se adopten respecto de la explotación de recursos naturales en sus territorios, prevista en el artículo 330 de la Carta, no puede ser entendida como la negación del derecho de estos pueblos a ser consultados en otros aspectos inherentes a su subsistencia como comunidades reconocibles -artículo 94 C.P.-, ii) dado que el Convenio en cita es el instrumento de mayor reconocimiento contra las discriminaciones que sufren los pueblos indígenas y tribales, iii) debido a que el derecho de los pueblos indígenas a ser consultados previamente sobre las decisiones administrativas y legislativas que los afecten directamente es la medida de acción positiva que la comunidad internacional prohíja y recomienda para combatir los orígenes, las causas, las formas y las manifestaciones contemporáneas de racismo, discriminación racial, xenofobia y las formas de intolerancia conexa que afectan a los pueblos indígenas y tribales -Declaración y Programa de Acción de Durban- y iv) debido a que el artículo 27 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos dispone que no se negará a las minorías étnicas el derecho a su identidad” 
.

En este caso como lo afirmaba en los hechos las conductas del Ministerio de Transporte, las Alcaldías y la autoridad ambiental local, están vulnerando gravemente su derecho a la participación, el reconocimiento constitucional a la diversidad étnica y cultural de la nación y por supuesto el derecho fundamental a la consulta previa, pues en ningún momento el pueblo embera katío que habita los resguardos de Pescadito y Chidima ha sido consultado para la construcción de la carretera y la afectación de la obra en su territorio.

c. El derecho fundamental de propiedad colectiva de los grupos étnicos

Al querer segregar nuestro territorio, con el trazado y la construcción de la vía Unguía/ Acandí se esta afectando gravemente su derecho a la propiedad colectiva, pues como lo decía antes al ser comunidades pequeñas si su territorio es partido a la mitad se les estaría vulnerando su derecho a la propiedad colectiva como grupo étnico, tal como lo ha dicho la Corte Constitucional en su sentencia T-188/93, en los siguientes términos:

"La Constitución Política de 1991 reconoce la diversidad étnica y cultural de la Nación Colombiana (CP art. 7). Lejos de ser una declaración puramente retórica, el principio fundamental de diversidad étnica y cultural proyecta en el plano jurídico el carácter democrático, participativo y pluralista de nuestra República. Las comunidades indígenas - conjuntos de familias de ascendencia amerindia que comparten sentimientos de identificación con su pasado aborigen y mantienen rasgos y valores propios de su cultura tradicional, formas de gobierno y control social internos que las diferencian de otras comunidades rurales (D.2001 de 1988, art. 2º) -, gozan de un status constitucional especial. Ellas forman una circunscripción especial para la elección de Senadores y Representantes (CP arts. 171 y 176), ejercen funciones jurisdiccionales dentro de su ámbito territorial de acuerdo con sus propias normas y procedimientos, siempre que no sean contrarios a la Constitución o a las leyes (CP art. 246), se gobiernan por consejos indígenas según sus usos y costumbres de conformidad con la Constitución y la ley (CP art. 33O) y sus territorios o resguardos son de propiedad colectiva y de naturaleza inenajenable, inalienable, imprescriptible e inembargable (CP arts. 63 y 329).

"El derecho de propiedad colectiva ejercido sobre los territorios indígenas reviste una importancia esencial para las culturas y valores espirituales de los pueblos aborígenes. Esta circunstancia es reconocida en convenios internacionales aprobados por el Congreso, donde se resalta la especial relación de las comunidades indígenas con los territorios que ocupan, no sólo por ser éstos su principal medio de subsistencia sino además porque constituyen un elemento integrante de la cosmovisión y la religiosidad de los pueblos aborígenes. Adicionalmente, el Constituyente resaltó la importancia fundamental del derecho al territorio de las comunidades indígenas. 



'Sin este derecho los anteriores (derechos a la identidad cultural y a la autonomía) son sólo reconocimientos formales. El grupo étnico requiere para sobrevivir del territorio en el cual está asentado, para desarrollar su cultura. Presupone el reconocimiento al derecho de propiedad sobre los territorios tradicionales ocupados y los que configuran su habitat...Lo anterior permite ratificar el carácter fundamental del derecho de propiedad colectiva de los grupos étnicos sobre sus territorios.”(Resaltado fuera del texto).
d. Derecho a la diversidad étnica y cultural de la Nación
Con decisiones como las del Ministerio de Transporte y las alcaldías de Unguía, Acandí y el Consejo Asesor de Regalías se están vulnerando los derechos a la diversidad étnica y cultural de la Nación, puesto que como lo dije antes con esta obra estas comunidades, junto con su cultura pueden desaparecer, a este respecto a dicho la Corte Constitucional en la sentencia T-342/94, en los siguientes términos:

"...En atención al abuso, prejuicio y perjuicio que han padecido los pueblos autóctonos o aborígenes del territorio nacional, la Constitución Política de 1991 consagró el respeto a la diversidad étnica y cultural de la Nación colombiana, en los preceptos contenidos en los artículos 7° (diversidad étnica y cultural de la nación colombiana), 8° (protección a las riquezas naturales y culturales), 72 (patrimonio cultural de la Nación) y 329 (conversión de las comunidades indígenas en entidades territoriales).

"Es más, no sería aventurado afirmar que el reconocimiento de la diversidad étnica y cultural de la población indígena guarda armonía con los diferentes preceptos de la Constitución Nacional relativos a la conservación, preservación y restauración del ambiente y de los recursos naturales que la conforman, si se considera que las comunidades indígenas constituyen igualmente un recurso natural humano que se estima parte integral del ambiente, más aún cuando normalmente la población indígena habitualmente ocupa territorios con ecosistemas de excepcionales características y valores ecológicos que deben conservarse como parte integrante que son del patrimonio natural y cultural de la Nación. De esta manera, la población indígena y el entorno natural se constituyen en un sistema o universo merecedor de la protección integral del Estado".

e. Derecho al debido proceso
El argumento del Ministerio de Transporte, en el que se fundamenta para haber contratado la construcción de la carretera en el que aduce que el eje vial es de carácter terciario y que se inició a través de caminos vecinales hace 24 años, cuando no existían las normas ambientales de hoy. Por este motivo no se ha solicitado licencia ambiental y no se ha realizado la consulta previa.

Con este fundamento, según lo informó la Defensoría del Pueblo realizó la adjudicación de mil cuatrocientos veinte ($1.420) millones de pesos para el mantenimiento y mejoramiento de esta vía. Este recurso, también el Ministerio, ha venido ejecutando esta obra a través de dos convenios independientes: uno, en su fase de iniciación, con el municipio de Acandí; y otro, en su fase final, con el municipio de Unguía.

Como lo decía en los hechos, se verifico por parte de la Defensoría del Pueblo por visita de campo que realizará, como lo hemos hecho nosotros como habitantes de la zona que efectivamente dicha carretera contratada por el Ministerio de Transporte no existe y solo faltan cuatro kilómetros que unirían los resguardos de Pescadito y Chidima.

Esta conducta del Ministerio de Transporte y de las Alcaldías de Ungía y Acandí, vulneran el derecho al debido proceso, por que esta desconociendo la Constitución Política, en los artículos 2, 7, 29 y 330, además del procedimiento reglado en el Decreto 1320 de 1998, “Por el cual se reglamenta la consulta previa con las comunidades indígenas y negras para la explotación de los recursos naturales dentro de su territorio”. Este decreto establece que la consulta previa tiene por objeto analizar el impacto económico, ambiental, social y cultural que puede ocasionarse a una comunidad indígena o negra por la explotación de recursos naturales dentro de su territorio, y las medidas propuestas para proteger su integridad; la consulta previa se realizará cuando el proyecto, obra o actividad se pretenda desarrollar en zonas de resguardo, reservas indígenas o en aquellas adjudicadas en propiedad colectiva a comunidades negras. Igualmente, se realizará consulta previa cuando el proyecto, obra o actividad se vaya a desarrollar en zonas no tituladas y habitadas en forma regular y permanente por dichas comunidades indígenas o negras. Al no realizar la consulta previa se están inaplicando la ley 21 de 1991 por la cual se aprueba el Convenio 169 de la OIT.

El argumento del Ministerio de Transporte según el cual aduce que el eje vial es de carácter terciario y que se inició a través de caminos vecinales hace 24 años, cuando no existían las normas ambientales de hoy. Por este motivo dice que no se ha solicitado licencia ambiental y no se ha realizado la consulta previa.

Por consiguiente se hace necesario, que el Ministerio de Ambiente Vivienda y Desarrollo Territorial, el Ministerio del Interior y de Justicia y el Ministerio de Transporte garanticen el derecho fundamental a la consulta previa del pueblo embera asentado en el territorio de los resguardos de Chidima y Pescadito corregimiento de Peñaloza municipio de Acandí, en el Norte del Chocó.

En la nueva contratación, de lo que han denominado “Mejoramiento y terminación de la vía Titumate- Balboa- San Miguel- Acandí-, Sector K28-00 al K34-700 afectada por la ola invernal del municipio de Acandí, Departamento del Chocó”, con recursos del Consejo Asesor de Regalías, se ha solicitado por parte del Municipio de Acandí, una suma de $3.248.256.520 pesos a ejecutarse en el 2009. El ejecutor designado para esta obra es la Agencia Logística de las Fuerzas Militares.
El Consejo Asesor de Regalías, depende del Departamento Nacional de Planeación, esta última fue interrogada por la Delegada para Indígenas y Minorías Étnicas de la Defensoría del Pueblo y su respuesta se limita a hacer un recuento del derecho a la consulta previa y a citar una norma que según ellos no los obliga a realizar ninguna verificación acerca de los proyectos que se presentan para su aprobación puesto que son las entidades que los presentan quienes deben hacerlo, por lo mismo según sus palabras para: “determinar de manera expresa que son las entidades beneficiaria, quienes deben cumplir con los requisitos determinados en la ley para que un proyecto pueda ser presentado ante el Ministerio correspondiente y posteriormente sea objeto de estudio por parte del Fondo Nacional de Regalías”
, esto según el escrito en los términos del Decreto 416 de 2007. Es decir en este caso sería a las entidades territoriales que lo presentaron, quienes no se ocupan de respetar los derechos de las minorías étnicas en su territorio, por lo menos en este caso.

Pero no es posible que los derechos fundamentales de estas comunidades sean afectados porque la entidad encargada de realizar la asignación de recursos, en este caso el Departamento Nacional de Planeación a través del Consejo Asesor de Regalías, limite su papel a la aprobación sin la comprobación real de lo que sucede en los municipios que solicitan tal asignación sin considerar el derecho a la participación de las comunidades étnicas, y de esta manera con sus actuaciones estas entidades están afectando derechos de poblaciones especialmente vulnerables, como en este caso al pueblo embera que habita los resguardos de Pescadito y Chidima.

f. Derecho a no ser desplazado/ Riesgo de desplazamiento

Es preciso tener en cuenta que el riesgo de desplazamiento con la construcción de esta obra es latente, ya sea por los contratos interadministrativos firmados entre el Ministerio de Transporte y las Alcadias locales o por la asignación de recursos y ejecutor hecha por el Consejo Asesor de Regalías en que además el ejecutor material es la Agencia Logística de las Fuerzas Militares, así como los riesgos de que éste se concrete. La gravedad de esta situación demanda de las autoridades la mayor atención y diligencia por lo que es necesario que se tutelen los derechos de estas comunidades y por tanto se exhorte a todas las instituciones del Estado a realizar acciones específicas para que cese la situación de vulnerabilidad de estas comunidades

A través de la ley 21 de 1991 el Estado Colombiano se hizo parte del Convenio No 169 de la OIT sobre pueblos indígenas y tribales en países independientes
. De esta manera el Estado colombiano se comprometió a adoptar medidas especiales de protección de los derechos humanos de los pueblos indígenas, entre los cuales están los derechos y libertades fundamentales, el derecho de propiedad sobre el territorio ocupado ancestralmente y a participar en la utilización, administración y conservación de los recursos naturales que se encuentran en dicho territorio.

El Convenio 169 también establece que los pueblos indígenas no deberán ser trasladados de las tierras que ocupan y que “cuando excepcionalmente el traslado y la reubicación de esos pueblos se consideren necesarios, sólo deberán efectuarse con su consentimiento, dado libremente y con pleno conocimiento de causa”. 

El Convenio también establece una medida de prevención del desplazamiento de los pueblos indígenas, que corresponde a la obligación de los gobiernos de:

“Consultar a los pueblos interesados, mediante procedimientos apropiados y en particular a través de sus instituciones representativas, cada vez que se prevean medidas legislativas o administrativas susceptibles de afectarles directamente”
.

Otra medida clave de prevención de los desplazamientos de los pueblos indígenas es la protección de su derecho al territorio. En ese sentido el Convenio 169 señala que:

 “Deberá reconocerse a los pueblos interesados el derecho de propiedad y de posesión sobre las tierras que tradicionalmente ocupan” 
En ese sentido: 

“Los gobiernos deberán tomar las medidas que sean necesarias para determinar las tierras que los pueblos interesados ocupan tradicionalmente y garantizar la protección efectiva de sus derechos de propiedad y posesión” 

Por otra parte, la Corte Constitucional ha señalado que los Principios Rectores de los desplazamientos internos forman parta del bloque de constitucionalidad 

“Los Principios Rectores no han sido aprobados mediante un tratado internacional. Sin embargo, dado que ellos fundamentalmente reflejan y llenan las lagunas de lo establecido en tratados internacionales de derechos humanos y que han recibido una gran aceptación por parte de distintos organismos internacionales de derechos humanos, esta Corporación considera que deben ser tenidos como parámetros para la creación normativa y la interpretación en el campo de la regulación del desplazamiento forzado y la atención a las personas desplazadas por parte del Estado. Lo anterior, claro está, sin perjuicio de que todos sus preceptos que reiteran normas ya incluidas en tratados internacionales de derechos humanos y de derecho internacional humanitario aprobados por Colombia gocen de rango constitucional, como lo señala el artículo 93 de la Constitución”
. 
El Principios Rector No 9 establece la obligación específica de los estados de:

 “Tomar medidas de protección contra los desplazamientos de pueblos indígenas, minorías, campesinos, pastores y otros grupos que tienen una dependencia especial de su tierra o un apego particular a la misma”
. 

En 2004, el Relator Especial para los pueblos indígenas advirtió que la sobrevivencia de los pueblos indígenas se encontraba amenazada por el conflicto armado colombiano
. 

Asimismo, en 2005 la Alta Comisionada de Naciones Unidas para los Derechos Humanos expresó su preocupación por los efectos del conflicto armado sobre los pueblos indígenas en diferentes regiones del país
. En el mismo sentido, la Organización Indígena de Colombia –ONIC- registró en 2006 el desplazamiento forzado de indígenas personas de varios pueblos como el Awá, Wonaan, Desano—Guanano—Cubeo, Nasa, y Embera Katío, entre otros
.

5. Pretensiones
Con fundamento en lo anteriormente expresado, solicito a nombre de los resguardos de Pescadito y Chidima, pertenecientes a la Asociación de Cabildos Kunas, Emberas y Katíos- ACIKEK- y para que se protejan nuestros derechos a la vida; Consulta previa, el derecho a la participación, el derecho de propiedad colectiva y se proteja la diversidad étnica y cultural de la Nación (Artículo 7).
1. Se ordene que el respeto a la consulta previa, consagrado en la constitución y la ley por parte de las autoridades ambientales nacionales y regionales Ministerio de Ambiente Vivienda y Desarrollo Territorial, Corporación Autónoma Regional para el Desarrollo Sostenible del Choco-Codechoco-, en este caso.
2. Teniendo en cuenta lo anterior, que se ordene realizar el proceso de consulta previa como lo establecen los tratados internacionales de protección de derechos humanos ratificados por Colombia (Convenio 169 de 1989), la Constitución y la ley para la cual se debe involucrar al Ministerio del Interior y de Justicia para que en el ámbito de sus competencias garantice que el proceso y de esta manera se protejan los derechos fundamentales de la comunidad embera dentro del territorio de los resguardos de Pescadito y Chidima.
3. Mientras el proceso de consulta previa se realiza, se ordene la suspensión de las obras de la carretera denominada Unguía- Acandí ó Titumate- Balboa- San Miguel- Acandí, en el sector K26-00 al K34-700 en el municipio de Acandí, que afecta gravemente el territorio de los resguardos, para evitar un perjuicio irremediable, mientras se interponen las acciones administrativas correspondientes.
4. Como consecuencia de lo anterior se ordene a la Agencia Logística de las Fuerzas Militares se suspenda su actuación e intervención dentro de la ejecución de la obra denominada “Mejoramiento y terminación de la vía Titumate- Balboa- San Miguel- Acandí, Sector K 26-00 al K34-700, afectada por la ola invernal en el municipio de Acandí, en el departamento del Chocó”.

5. Se ordene al Ministerio de Transporte y Obras Públicas, informar sobre el estado actual de la contratación de la vía denominada Unguía- Acandí.

6. Se ordene al Departamento Nacional de Planeación, que explique el proceso de asignación de recursos a través del Consejo Asesor de Regalías para las entidades territoriales, así como los procesos de control para que con ellos no se afecte a las comunidades étnicas con presencia en las zonas.

7. Se ordene a las entidades territoriales, en este caso a las alcaldías de Ungía y Acandí el reconocimiento y respeto a las autoridades propias, la autonomía y a la consulta previa.
8. De la misma forma se ordene la suspensión de obras de minería, interconexión eléctrica, hidroeléctricas y otras obras que se planean en el territorio del resguardo y para las cuáles no ha existido consulta previa.

9. Para evitar que el territorio del resguardo siga siendo invadido por colonos, interesados en las obras de infraestructura, en la explotación maderera y minera, se nos titule como un solo globo de terreno, de acuerdo a la observación de la Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendaciones de la OIT.
10. Se ordene a la fuerza pública, respetar el derecho de los pueblos indígenas a permanecer en el territorio, al respeto a las autoridades propias y a la autonomía y que por tanto suspenda la marcación de árboles que están realizando dentro del territorio para la construcción de la carretera en apoyo o acción conjunta con la Agencia Logística de las Fuerzas Militares.

11. Se órdene a las entidades involucradas en la protección de nuestros derechos se de complimiento a la observación individual, proferida por la Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendaciones de la OTI, en marzo de este año sobre nuestro caso y para lo mismo se suspendan las obras antes mencionadas hasta que se haga la consulta previa y se nos titule como un solo globo de terreno.
6. Solicitud especial y otorgamiento de poder especial para el seguimiento
A través de este escrito queremos solicitar al Honorable Tribunal, que otorgamos poder especial, amplio y suficiente a Gustavo Gallón Giraldo, mayor de edad, domiciliado y residente en la ciudad de Bogotá, identificado con la C.C.No. 19.157.375 de Bogotá y la T.P. 12.288 del CSJ y Alejandra Vega Rodríguez, mayor de edad, domiciliada y residente en la ciudad de Bogotá, identificada con la C.C.No. 52.120.094 y la T.P. 92.821 del CSJ, ambos integrantes de la Comisión Colombiana de Juristas, para que en nuestro nombre y representación haga el seguimiento a la tutela por nosotros presentada, trámite la misma y lleve hasta su culminación todos los trámites pertinentes relacionados con esta acción como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable en contra de los Ministerios de Transporte; Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial; Ministerio del Interior y de Justicia, El Ministerio de Minas y Enargía, El Ministerio de Agricultura, Ministerio de Defensa, El Consejo Asesor de Regalías (Depende del Departamento Nacional de Planeación, que a su vez depende del ejecutivo), las Alcaldías de Unguía y Acandí; la Corporación Autónoma Regional para el Desarrollo Sostenible del Chocó- CODECHOCO-; El Ejército Nacional- Brigada XVII- y la Agencia Logística de las Fuerzas Militares.

Para que de acuerdo con el artículo 86 de la Constitución Política y el Decreto 2569 de 1991, para que sean protegidos nuestros derechos fundamentales a la consulta previa, la participación, propiedad colectiva, al debido proceso a no ser desplazados y al reconocimiento de la diversidad étnica y cultural de la Nación y se interrumpa la ejecución de la obra denominada “Titumate- Balboa- San Miguel Acandí”, y las demás obras y proyectos como hidroeléctricas, explotación minera a ejecutarse dentro de nuestro territorio porque se nos afecta a nosotros como comunidades étnicas de la zona, entre las que se encuentra el pueblo Embera asentado en el Resguardo de Chidima.
Nuestros apoderados cuentan con las más amplias facultades para el ejercicio del presente poder, en especial las de recibir, transigir, conciliar, sustituir, reasumir y desistir.

7. Juramento
Bajo la gravedad de juramento manifiesto que no he interpuesto otra acción de tutela ante ninguna otra autoridad por estos mismos hechos.

8. Pruebas
Documentales:
Resolución Defensorial 051/07 “Derechos Humanos en las subregiones del bajo Atrato y del Darien- Departamento del Chocó”, Bogotá DC, 14 de diciembre.

Comunidad del Resguardo de Chidima, 18 de marzo de 2009 dirigida a la Alcaldía de Acandí.

Alcaldía de Acandí, oficio No. 086 del 18 de febrero de 2009, dirigido a la comunidad de Chidima.

Departamento Nacional de Planeación, respuesta al Defensor Delegado para Indígenas y Minorías Etnicas, 13 de abril de 2009.

Copia simple de la observación individual de la Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendaciones de la OIT, de marzo de 2009.
Copia Simple contrato interadministrativo firmado entre el Ministerio de Transporte y las Alcaldías de Unguía y Acandí.

Copia de las comunicaciones enviadas a la Defensoría del Pueblo

Copias de las respuestas recibidas de la Defensoría del Pueblo y de diferentes entidades

9. Notificaciones

Recibiremos notificaciones en la calle 72 No. 12-65, piso 7 en la ciudad de Bogotá
Atentamente,
Oscar Carupia Domicó
CC. No. 6.705.816 de Mutatá, Antioquia
Doralina Domicó, 
CC. No.30.079.961 de Carepa, Antioquia 
Rosa Domicó,
C.C. No. 34.994.578 de Monteria
� Citado por la Defensoría del Pueblo, en la Resolución Defensorial 051 de diciembre 2007. MINISTERIO DE TRANSPORTE. Oficio MT-1104-2, suscrito por el doctor Darío Prado Misas. Bogotá DC, 23 de abril de 2007.


� Resolución Defensorial 051/07 “Derechos Humanos en las subregiones del bajo Atrato y del Darien- Departamento del Chocó”, Bogotá DC, 14 de diciembre.


� Ibídem


� Comunidad del Resguardo de Chidima, 18 de marzo de 2009 dirigida a la Alcaldía de Acandí.


� Alcaldía de Acandí, oficio No. 086 del 18 de febrero de 2009, dirigido a la comunidad de Chidima.


� Departamento Nacional de Planeación, respuesta al Defensor Delegado para Indígenas y Minorías Etnicas, 13 de abril de 2009.


� www.ilo.org


�  Interconexión Eléctrica S.A. –ISA–, matriz del Grupo ISA, es la mayor empresa de transporte  de energía de Colombia y única transportadora con cubrimiento nacional. Su accionista mayoritario es  La Nación con una participación del  55.87%. 


� La georeferenciación es el posicionamiento en el que se define la localización de un objeto espacial en un sistema de coordenadas determinado. Este es un proceso utilizado en los Sistemas de Información Geográfica, que está basado en  una definición tecno-científica, aplicada a la existencia de las cosas en un espacio físico.


� Según afirmaciones de los miembros de la comunidad.  Cfr. Informe citado supra nota 82.


� Ministerio de Ambiente Vivienda y Desarrollo Territorio, Respuesta a la petición de información presentada por la Comisión Colombiana de Juristas, oficio No. 2400-E2-55680 del 11 de junio de 2008.


� Proyección realizada en el Informe citado supra nota 82. 


� Ibídem. 


� Expedida por el Congreso de la República de Colombia, Por la cual se crea el Ministerio de Medio Ambiente, se reordena el Sector Público encargado de la gestión y conservación del medio ambiente y los recursos naturales renovables, se organiza el Sistema Nacional Ambiental –SINA y se dictan otras disposiciones, 22 de diciembre de 1993.


� Citado Supra, nota.


� Sobre el carácter fundamental del derecho de consulta de los pueblos indígenas, pueden consultarse las


sentencias SU-039/97, M.P. Antonio Barrera Carbonell y T-652/98, M.P. Carlos Gaviria Díaz.


�  Ministerio de Minas y Energía, Respuesta a derecho de petición presentado por la Comisión Colombiana de Juristas el 8 de octubre de 2007.  referencia GTRM – 0959 del  22 de octubre de 2007. Informa la existencia de proyectos de exploración y explotación minera.


� www.Ilo.org


� Corte Constitucional, Sentencia SU-039 de 1997.  M.P. Antonio Barrera Carbonell.  Que, en Sala de Revisión, modificó las decisiones puestas en su conocimiento y concedió la tutela del derecho fundamental a la participación de la comunidad U'wa, mientras la jurisdicción de lo contencioso administrativo se pronuncia en relación con la nulidad de la resolución que otorgó la licencia ambiental, en razón de la vulneración de dicho derecho por el Ministerio del Medio Ambiente y la empresa Occidental de Colombia, Inc.





� www.ilo.org


� Corte Constitucional, sentencia C-866 de 2001, M.P.: Jaime Córdoba Triviño.


� Corte Constitucional, sentencia C-891 de 2002, M.P.: Jaime Araújo Rentería.


� Sobre el bloque de constitucionalidad que conforman los Convenios de la OIT con la Carta Política puede consultarse, entre otras, la sentencia T-1303, M.P.: Marco Gerardo Monroy Cabra. 


� Corte Constitucional, sentencia SU-383 de 1993, M.P.: Álvaro Tafur Galvis.


� Departamento Nacional de Planeación, respuesta al Defensor Delegado para Indígenas y Minorías Etnicas, 13 de abril de 2009.


� Ley 21 de 1991 Por medio de la cual se aprueba el Convenio número 169 sobre pueblos indígenas y tribales en países independientes, adoptado por la 76a. reunión de la Conferencia General de la O.I.T., Ginebra 1989.


� Organización Internacional del Trabajo, Convenio Número 169 sobre pueblos indígenas y tribales en países independientes.


� Corte Constitucional, sentencia SU-1150 de 2000, M.P.: Eduardo Cifuentes Muñoz.


� Naciones Unidas, Informe del Representante del Secretario General, Sr. Francis M. Deng, presentado con arreglo a la resolución 1997/39 de la Comisión de Derechos Humanos, Adición Principios Rectores de los desplazamientos internos, E/CN.4/1998/53/Add. 2  11 de febrero de 1998. 


� Naciones Unidas, Comisión de Derechos Humanos, 61o período de sesiones. Informe del Relator Especial sobre la situación de los derechos humanos y libertades fundamentales de los indígenas, Sr. Rodolfo Stavenhagen. Misión a Colombia. E/CN.4./2005/88/Add. 2. 10 de noviembre de 2004.


� Informe de la Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos sobre la situación de los derechos humanos en Colombia...2005


� ONIC. Sistema de Información Derechos Humanos, SISDHO citado en ACNUR, Balance de la política pública para la atención integral al desplazamiento forzado en Colombia Enero 2004-abril 2007, Bogotá D.C., Colombia, agosto de 2007.
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